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INCLUSIÓN LABORAL DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD URUGUAY
Legislación laboral vigente para las personas con discapacidad.

La Constitución de la República Oriental del Uruguay señala, en su artículo 53, que el trabajo está bajo la protección especial de la ley, y establece que todo habitante de la República, sin perjuicio de su libertad, tiene el deber de aplicar sus energías intelectuales o corporales en forma que redunde en beneficio de la colectividad, la que procurará ofrecer, con preferencia a los ciudadanos, la posibilidad de ganar su sustento mediante el desarrollo de una actividad económica. 

Uruguay ha ratificado el Convenio OIT No. 159 (Ley No. 15.878 de 12.08.1987), que establece la obligación de los Estados de: a) impulsar políticas de “readaptación profesional y de empleo para personas inválidas”; b) promover oportunidades de empleo para las personas inválidas en el mercado regular del empleo. 

La Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad fue aprobada por el Parlamento Nacional por Ley Nº 18.418 del 4 de diciembre de 2008. Reconoce que las personas con discapacidad tienen igualdad de derechos a trabajar y a ganarse la vida. Los países deben prohibir la discriminación en cuestiones relacionadas con el empleo, promover el empleo por cuenta propia, la capacidad empresarial y el inicio del negocio propio, emplear a personas con discapacidad en el sector público, promover su empleo en el sector privado y asegurar que se proporcione una comodidad razonable en el lugar de trabajo (En agosto de 2011, por Ley Nº 18.776 se aprobó la adhesión al Protocolo Facultativo de esta Convención. La ratificación de la Convención ha permitido junto a otras medidas, dar mayor visibilidad en Uruguay. 

La Ley vigente en materia de empleo público es la Nº 18.651 de 19 de febrero de 2010 y su Decreto Reglamentario 79/2014. Da la determinación a ocupar personas con discapacidad que reúnan condiciones de idoneidad para el cargo en una proporción mínima no inferior al 4% de sus vacantes, alcanzando la previsión también a las personas públicas no estatales.

La Ley No. 19.691 de 29 de Octubre de 2018 - denominada de “Promoción del trabajo para personas con discapacidad'', que introdujo la obligación de asignar “cupos” de contratación a las personas pertenecientes a dicho colectivo. Esta ley tiene Decreto Reglamentario Decreto No. 73/019, que reguló la progresiva inclusión de los trabajadores, según las dimensiones de la empresa, a partir de la fecha de vigencia de la ley. El ámbito de aplicación establece en el artículo 1 que: “Los empleadores de la actividad privada que cuenten con 25 (veinticinco) o más trabajadores permanentes, en todo nuevo ingreso de personal que se produzca a partir de la vigencia de la presente ley, deberán emplear a personas con discapacidad, que reúnan condiciones y la idoneidad para el cargo, en los siguientes porcentajes aplicados sobre la totalidad de sus trabajadores permanentes... ”

Políticas públicas.

El Ministerio de Desarrollo Social a través del Programa Nacional de Discapacidad  se enmarca dentro de las acciones de fortalecimiento de los Derechos de las Personas con Discapacidad. En materia laboral en el año 2012, se creó el Departamento de Empleo con el propósito de fomentar un marco favorable e inclusivo para que las personas con discapacidad puedan ejercer su derecho al empleo en Uruguay. Esto se sustenta con el objetivo de dar cumplimiento con las normas nacionales e internacionales, sobre todo las recomendaciones realizadas por la Convención de las Naciones Unidas sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad. Recomendaciones que surgen frente a la preocupación por los altos niveles de desempleo de las Personas con Discapacidad en Uruguay, el incumplimiento de la cuota para las Personas con Discapacidad en la función pública
, la falta de información sobre los puestos de trabajo y la pirámide salarial de dicho sector poblacional en el sector privado. Según las observaciones finales sobre el informe inicial del Uruguay  del Uruguay”. Convención sobre los Derechos de las Personas con discapacidad de Naciones Unidas del 30 de setiembre de 2016. “El Comité recomienda al Estado parte que implemente estrategias específicas para relevar el nivel de empleabilidad de las personas con discapacidad desempleadas en el sector público, incluyendo a través de programas vocacionales. También le recomienda recoger los datos de empleabilidad en el sector privado en el mercado laboral abierto. El Comité recomienda que el Estado parte se guíe por el artículo 27 de la Convención en la implementación de la meta 8.5 de los Objetivos de Desarrollo Sostenible, y asegure el logro de un empleo productivo y decente para todas las personas, incluyendo personas con discapacidad en línea con el principio de remuneración igual por trabajo de igual nivel.”

Hace dos años Uruguay cuenta con la Ley 19691 en el artículo 6 del Decreto reglamentario agrega que “el apoyo laboral … se implementará por parte del Ministerio de Desarrollo Social a través del Programa Nacional de Discapacidad, conforme a los siguientes criterios: 1) preselección de personal; 2) sensibilización de los equipos de trabajo; 3) asesoramiento sobre accesibilidad; 4) adecuación entre puesto de trabajo y persona a ocuparlo; 5) asesoramiento sobre el marco normativo vigente; 6) apoyo en la inclusión laboral del trabajador con discapacidad”. 

Las líneas de acción para que la persona con discapacidad económicamente activa acceda, sostenga, y se promueva en un puesto laboral son: 
- Apoyar la búsqueda de empleo 

Las personas con discapacidad interesadas en conseguir un empleo pueden solicitar una entrevista para que se le elabore un perfil laboral, recibir orientación sobre posibilidades laborales, obtener derivaciones a programas de empleo, informarse sobre recursos de empleo y capacitaciones a las que podría acceder. Todas las acciones que desarrolla el servicio persiguen el objetivo de mejorar la empleabilidad de las personas que solicitan la entrevista.En relación a los requisitos, las personas deben estar buscando empleo, ser mayores a 15 años, (esta edad se determinó en concordancia con la Ley de empleo juvenil) y encontrarse en situación de discapacidad-la cual se corrobora a través de la posesión del registro laboral en la Comisión Nacional Honoraria de Discapacidad-.Este es un requisito establecido por la ya mencionada Ley Nº 18.651 para todas las Personas con Discapacidad que aspiran a concursar por un puesto de trabajo en la Administración Pública y por la Ley 19.691 sobre inclusión en empresas privadas. 

- Promover la Inclusión Laboral en el sector público y privado 

Las empresas interesadas en inclusión laboral de PcD pueden recibir asesoramiento, el cual es brindado por un Operador Laboral del Departamento de Empleo. Este/a apoya a las PcD en el proceso de incorporación al mercado laboral y es un guía tanto para el empleado como para el empleador. Entre las tareas está la de analizar puestos de trabajo en la empresa, realizar el anclaje entre perfil/puesto, concientizar al equipo director en la empresa sobre el proceso de inclusión, preparar a la persona para que desempeñe la tarea con efectividad, asesorar sobre accesibilidad, detectar apoyos naturales. Este servicio ofrece: sensibilización a los equipos de trabajo, asesoramiento sobre accesibilidad, adecuación entre el puesto y la persona, asesoramiento sobre el marco normativo vigente, así como apoyo para la inclusión laboral del trabajador con discapacidad. 

- Apoyar la inclusión laboral (en el sector público posteriormente a la contratación y en el privado previa y posteriormente)

Al registro de empresas inclusivas para selección de personal pueden acceder todas las empresas que tengan vacantes y estén interesadas en inclusión laboral de PcD . Las empresas pueden recibir asesoramiento de un Operador Laboral del Departamento de Empleo para lo cual deben completar un formulario con los datos de la empresa. En este caso, los técnicos/as del servicio colaboran con las empresas que se registran para encontrar a la persona adecuada para el/los puesto/s que tienen disponible/s. Por lo general la figura del operador laboral, está durante los tres primeros meses de ingreso de la persona en un nuevo puesto de trabajo o cuando lo necesite. El costo del servicio sería asumido por el Ministerio de Desarrollo Social y tiene alcance nacional.
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